
    
 

Cajibío, Cauca 11 de julio 2025 

COMUNICADO PÚBLICO 

Desde el pasado 09 de julio, el Ejército Nacional hizo presencia durante todo el día en varios 

puntos cerca de la Finca La Capilla, ubicada en la Vereda Palacé, municipio de Cajibío con la 

intención de rodear este lugar y generar miedo en la población. Esta es la misma finca donde las 

familias que hacen parte del Coordinador Nacional Agrario comenzaron un proceso legítimo de 

recuperación de la tierra hace cuatro años, así como lo hicieron los corregimientos de La Venta 

y Zona Centro.  

El día de ayer 10 de julio de 2025 las fuerzas represivas del Estado atentan en contra de la 

población campesina, atendiendo a una solicitud de desalojo presentada por la Multinacional 

Smurfit Westrock, a través de la Reforestadora Andina S.A. 

De acuerdo con los datos mencionados en comunicado emitido desde la Red Por La Vida y los 

Derechos Humanos del Cauca al operativo de desalojo acudieron alrededor de 290 miembros 

del UNDEMO, y 700 personas entre policía, ejército y trabajadores de la empresa que con 

armamento de guerra y de contención civil entraron en tanquetas, furgones, y camionetas 

vulnerando los derechos humanos al restringir la movilidad, señalar, estigmatizar y perfilar a 

pobladores de pertenecer a grupos armados ilegales, además de apuntarles con armas de largo 

alcance a los campesinos y campesinas que intentaron resistir con el uso de barricadas hechas 

con palos sobre la carretera. 

Como organización campesina denunciamos el uso desproporcionado y desmedido de la fuerza, 

las afectaciones a la salud y a la tranquilidad que esto genera en las poblaciones vecinas, así 

como el direccionamiento de gases lacrimógenos a viviendas donde se encontraban niñas (os) y 

adultos mayores. Los daños causados a la infraestructura, que no son otra cosa que ranchitos 

de madera, y a los cultivos de pancoger generan graves afectaciones en la calidad de vida del 

campesinado y los reconocemos como una clara intención de vulnerar el derecho a la 

alimentación. 

Nos llama la atención la presencia de personal de la Alcaldía Municipal quien acompañó el 

operativo de desalojo y estuvo repartiendo dulces a niños y niñas que fueron afectados en medio 

del operativo, ya que, en repetidas oportunidades esta misma administración se ha prestado 

para acompañar espacios de acercamiento entre la empresa Smurfit Westrock y la comunidad, 

llegando con dádivas y ofreciendo ayudas miserables. Sabemos de los vínculos de la empresa 

con políticos de nivel nacional, los cuales fueron expuestos en una investigación realizada por la 

Revista Raya y corroborados en estudios previos, así como de la articulación que mantiene la 

empresa con funcionarios locales.  

Este operativo se da en medio de una profundización del conflicto armado en el departamento 

del Cauca frente al cual la Fuerza Pública ha sido incapaz de salvaguardar la vida, la libertad y 

la integridad de la población civil, por el contrario, se evidencia una clara intención de 

responder a los intereses del capital transnacional y en contra del campesinado sin tierra. 

Para las familias que recuperan tierra, no solo en Cajibío, sino a lo largo y ancho del país, es claro 

que el Estado no tiene voluntad política de avanzar con la Reforma Agraria, una que no se limite 



    
al mercado de la tierra y a la formalización de la propiedad rural, sino que asuma con 

contundencia la deuda histórica que ha dejado el despojo en Colombia y el papel que han 

cumplido las fuerzas militares, los terratenientes y las multinacionales en esto como 

perpetradores de un modelo de acumulación de la tierra que ha producido el hambre, la 

pobreza y el abandono de las comunidades campesinas, indígenas y negras. 

Exigimos al Gobierno Nacional que cumpla con los acuerdos establecidos en las mesas de 

concertación campesina, que establezca rutas claras para la redistribución de la gran propiedad 

en Colombia y que acoja las propuestas de la Reforma Agraria Integral y Popular emitidas en la 

Asamblea Nacional Campesina con urgencia como muestra de voluntad política por garantizar 

los derechos del campesinado. 

Igualmente exigimos al Estado Colombiano a través del Ministerio Público, del Interior y de 

Defensa que inicie de inmediato una investigación sobre las actuaciones de la Fuerza Pública en 

este y otros hechos violentos en contra de recuperadores y recuperadoras de tierra en el 

Municipio, así como, de los vínculos de la empresa Smurfit Westrock con actores armados 

ilegales y posibles delitos relacionados con sobornos a funcionarios públicos o manipulación en 

escenarios de decisión de políticas públicas ambientales y forestales. 

Solicitamos a la Defensoría del Pueblo hacer acompañamiento a las comunidades afectadas 

buscando reducir los riesgos, y que se evalúe de forma apropiada la desproporcionalidad de la 

fuerza pública como un factor que produce innumerables riesgos para las comunidades que 

están en su ejercicio legítimo de recuperación. 

Le recordamos al Estado colombiano, a la Defensoría, la Procuraduría y la oficina de derechos 

humanos del Ministerio del Interior dar cumplimiento a los compromisos pactados en relación 

con la Misión de verificación de ddhh realizada el pasado 6 de junio de 2025 y que involucra un 

operativo del ejército nacional en contra de recuperadores de tierra del CNA y el TEVIIC también 

en Cajibío en la vereda La Venta. 

Reiteramos la voluntad de diálogo que como organización campesina hemos tenido para evitar 

daños a la vida o la integridad de las familias producto de los ataques violentos de los que hemos 

sido objeto, incluso, hacemos el llamado a reconocer que como sector campesino nos juntamos 

en un proceso de articulación llamado Territorio de Vida Interétnico e Intercultural de Cajibío 

(TEVIIC), desde el cual buscamos armonizar las relaciones entre indígenas y campesinos. 

Hoy reafirmamos nuestro compromiso de continuar en la lucha por la tierra, sabiendo que 

estamos del lado correcto de la historia, que nuestro ejercicio de movilización se sustenta no 

solo en las necesidades del campesinado local, sino que busca crear condiciones para salir de la 

crisis climática, para construir la soberanía alimentaria, la autonomía territorial, la 

autodeterminación, la defensa de la naturaleza, la identidad campesina y la permanencia en los 

territorios.  

No bajaremos las manos ante una multinacional que ha destruido las fuentes de agua, los 

bosques nativos y desplazado comunidades enteras, por el contrario, nos mantendremos más 

fuertes porque para nosotros la tierra es la vida y no estamos en disposición de perderla. 

¡POR LA DEFENSA Y RECUPERACIÓN DEL CAMPO COLOMBIANO,  

VIDA DIGNA Y SOBERANÍA POPULAR! 


